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RECHAZA ACCIÓN POPULAR POR FUERO DE ATRACCIÓN / COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA. “El actor demanda conjuntamente a un particular, esto es, el banco Colpatria, y a dos entidades públicas, como son el Ministerio de Educación Nacional y la Superintendencia Financiera, por lo que la competencia para conocer del presente asunto radica exclusivamente en la jurisdicción contencioso administrativa, en atención al aludido fuero de atracción, pues aquí, como en el caso traído en cita, las pretensiones, aunque diferentes contra uno y otras, se encadenan, pues lo que se persigue contra el particular es la protección del derecho colectivo de las personas sordas, sordo ciegas e hipoacúsicas y contra las entidades públicas el cumplimiento de la normatividad que regula el asunto, por lo que las mismas no se excluyen entre sí. Lo que es relevante, porque, entonces, la remisión de esta demanda se hará a un juez administrativo y no a uno civil. ”.
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En su propio nombre, Javier Elías Arias Idárraga, presenta acción popular contra el Banco Colpatria, el Ministerio de Educación Nacional y la Superintendencia Financiera de Colombia, tendiente a la protección de los derechos colectivos de las personas Sordas, sordiciegas e hipoacúsicas, debido a que la entidad bancaria accionada no cuenta en sus instalaciones con personal intérprete y guía intérprete de planta, el Ministerio de Educación no hace cumplir la lo previsto en la Ley 982 de 2005, y la Superfinanciera “… incumple la circular básica jurídica, expedida mediante la circular externa 029 de 2014 respecto al sistema de atención a los consumidores financieros en situación de discapacidad …”
  



Por reparto, la acción le fue asignada a esta Sala del Tribunal Superior, pero se advierte que no corresponde a la misma abordar su estudio, por falta de competencia, en la medida en que el artículo 16 de la Ley 472 de 1998, con toda claridad señala que tal atribución la tienen los jueces administrativos o los jueces civiles de circuito, sea que se promueva contra entidades públicas o personas privadas que desempeñen funciones administrativas, en el primer caso, o solo contra personas privadas, en el segundo. 
  



Lo que corresponde, en consecuencia, es rechazar de plano la demanda y remitirla al juez que se estime pertinente.
  



Para determinarlo, hay que tener presente que se trata de una demanda constitucional dirigida, no sólo contra un particular, sino contra dos entidades públicas, esto es, el Ministerio y Superintendencia Financiera, lo que hace que sea la jurisdicción contenciosa la encargada de su trámite, tal como pasa a explicarse: 

El artículo 15 de la Ley 472 de 1998 prevé que “La jurisdicción de lo contencioso administrativo conocerá de los procesos que se susciten con ocasión del ejercicio de las acciones populares originadas en actos, acciones u omisiones de las entidades públicas y de las personas privadas que desempeñen funciones administrativas, de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones vigentes sobre la materia… En los demás casos conocerá la jurisdicción ordinaria civil”.
Sobre el sentido y alcance de esta disposición, la doctrina ha señalado que:
Si la amenaza a los derechos colectivos o individuales la produce una entidad pública, será competente la justicia contencioso administrativa, mientras que serán los jueces civiles los que conocen de acciones populares contra los particulares que originan dicha amenaza.

Ahora, si la acción popular se dirige al mismo tiempo contra un particular y contra un ente público, ambas acciones se pueden tramitar en un mismo proceso, ante lo contencioso administrativo.”

Fácilmente se colige que existe una regla general cuando la demanda constitucional se dirija directamente contra un particular o una autoridad pública o un particular que desempeñe funciones administrativas, si ello ocurre de manera independiente la competencia radica, en su orden, en la jurisdicción civil o en la contencioso administrativa. 
Sin embargo, hay una excepción a esta regla que surge en los casos en los que una acción popular se dirija al tiempo en contra de una entidad pública y un particular, evento en el que la competencia, por fuero de atracción, radica exclusivamente en la jurisdicción de lo contencioso administrativo.
Al respecto el Consejo de Estado tiene sentado que:
…por regla general, una acción popular dirigida contra un particular será de competencia de la jurisdicción ordinaria, mientras que la dirigida contra una autoridad pública o un particular que desempeñe funciones administrativas lo será de la Constencioso Administrativa. 

La regla anterior se exceptúa en los eventos en los que una acción se dirija, al tiempo, en contra de una autoridad pública y de un particular; en tal caso, la competencia para conocer de la misma reside en la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en tanto que ésta prevalece sobre la de la Jurisdicción Ordinaria en virtud del fuero de atracción. 

Al pronunciarse sobre la aplicación de esta tesis, en materia de acciones populares, esta Corporación ha dicho:  

(…)

“Ha sostenido esta Corporación que cuando la parte demandada es plural y con respecto de uno de los demandados no cabe duda que la jurisdicción contenciosa administrativa es la competente, en virtud del llamado fuero de atracción queda prorrogada la competencia para conocer de la acción con respecto a otro y otros demandados que en principio fueran justiciables ante la jurisdicción ordinaria. Así se ha pronunciado al respecto el fuero de atracción de esta jurisdicción se fundamenta en la acumulación de acciones, por pasiva, contra quienes son señalados como responsables solidarios de las obligaciones que se pretenden. También ha aceptado la jurisprudencia la aplicación de esta figura cuando la cuestión litigiosa haya de resolverse de manera uniforme para todos los litisconsortes (necesarios) pasivos, y alguno o algunos deban ser juzgados ante esta jurisdicción. Conforme a los lineamientos trazados por la jurisprudencia, tratándose de una acción popular, el aludido fuero opera cuando se acumulan acciones contra entidades públicas o personas privadas que cumplen funciones públicas, por un lado, y particulares por otro, señalados como responsables solidarios del hecho y omisión que amenace o vulnere derechos colectivos, o cuando su competencia conjunta es forzosa para que se produzca sentencia, porque ésta (sic) podría afectarlos de manera uniforme.”

Lo antes señalado es lo que ocurre en el presente caso y lo que explica la competencia de esta jurisdicción, por lo que se declarará no probada la excepción propuesta por…

Ahora bien, aunque las imputaciones que se hacen a cada uno de los demandados es distinta, es lo cierto que dicha circunstancia no supone que haya indebida acumulación de pretensiones, pues las mismas no se excluyen entre sí: no resultaría excluyente que se ordenara a las personas privadas dar cumplimiento a la normativa sobre publicidad, y al propio tiempo ordenar a las entidades públicas demandadas vigilar el cumplimiento de tales normas, dado que con tales medidas se amparan efectivamente los derechos e intereses colectivos cuya protección se reclama en este asunto.

Es, precisamente, lo que ocurre en el presente asunto. El actor demanda conjuntamente a un particular, esto es, el banco Colpatria, y a dos entidades públicas, como son el Ministerio de Educación Nacional y la Superintendencia Financiera, por lo que la competencia para conocer del presente asunto radica exclusivamente en la jurisdicción contencioso administrativa, en atención al aludido fuero de atracción, pues aquí, como en el caso traído en cita, las pretensiones, aunque diferentes contra uno y otras, se encadenan, pues lo que se persigue contra el particular es la protección del derecho colectivo de las personas sordas, sordo ciegas e hipoacúsicas y contra las entidades públicas el cumplimiento de la normatividad que regula el asunto, por lo que las mismas no se excluyen entre sí. 
Lo que es relevante, porque, entonces, la remisión de esta demanda se hará a un juez administrativo y no a uno civil. 

Para tal fin, se recuerda que la competencia para conocer de las acciones populares, por el factor territorial, de acuerdo con el artículo 16 de la Ley 472 de 1998, radica en el lugar de ocurrencia de los hechos o en el domicilio del demandado (que para el caso de las personas jurídicas de derecho privado se entenderá por tal el principal). 

En el libelo presentado, es claro que el demandante optó por promover la demanda, pudiendo elegir, ante el juez del domicilio de la entidad privada, y no en el de ocurrencia de los hechos. Solo que, equivocadamente, señaló que tal domicilio está en Pereira, cuando, basta consultar la base de datos respectiva de la Superintendencia Financiera
, como lo autoriza hoy el artículo 85 del CGP, para establecer que el domicilio principal de Colpatria es Bogotá, donde, adicionalmente, tienen sede las entidades públicas demandadas. 
Por tanto, se dispondrá la remisión de la demanda a la oficina de reparto de esa capital, para que sea asignada a uno de los jueces administrativos. 

DECISIÓN:

En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial, por falta de competencia, rechaza la presente demanda.  
Se dispone su remisión, junto con los anexos, a la Oficina Judicial de la ciudad de Bogotá para que sea repartida entre los Jueces Administrativos de dicha ciudad, a fin de que allí se surta el trámite correspondiente.

Entérese al demandante por el medio más expedito.

Notifíquese 

El Magistrado,

 



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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